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El papel de la abogacía en la sociedad

El devenir de los acontecimientos, desde la antigua Roma hasta nuestros días, nos ha dejado numerosos ejem-
plos que revelan el importante papel que la abogacía tiene en la sociedad. En cada proceso del que participan, 
en cada causa noble que defienden, los profesionales de la abogacía contribuyen no solo a preservar los inte-
reses de su patrocinado, sino también los de la sociedad en su conjunto.

De la lex artis individual a la responsabilidad como colectivo y del caso concreto, a la generalización de las so-
luciones justas, la función social de la abogacía se ha evidenciado a lo largo de los siglos, formando hoy parte 
esencial de la tutela judicial efectiva.

Y a ello han contribuido también los Colegios Profesionales velando para que los abogados y las abogadas 
podamos desarrollar la misión que nos encomienda el ordenamiento jurídico con la máxima independencia y 
libertad, y asegurando, a su vez, el escrupuloso cumplimiento de las normas propias de nuestra deontología 
profesional.
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The legal profession’s role in society

Throughout history — from Roman times to the present — there have been numerous examples of how 
important the legal profession is for society. In every proceeding they are involved in and noble cause they 
champion, legal professionals contribute to protecting not only their clients’ interests, but also those of society 
as a whole.

From an individual’s law of the skill (lex artis) to collective responsibility, and from the specifics of a case to the 
more generalised search for justice, the legal profession’s role in society has been evident for centuries, to the 
extent that it is now an essential component of the principle of effective judicial protection.

Bar associations have also contributed by ensuring that lawyers are able to exercise their legally established 
mandate freely and independently while ensuring that the rules of law and professional conduct are complied 
with.

Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 64, mayo 2024, pp. 9-20



10

Tribuna Abierta

KEYWORDS: 
Legal practice, human rights, professional conduct, bar associations, sustainable development.

FECHA DE RECEPCIÓN: 25-3-2024

FECHA DE ACEPTACIÓN: 28-3-2024

Ribón Seisdedos, Eugenio (2024). El papel de la abogacía en la sociedad. Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 64,  
pp. 9-20 (ISSN: 1578-956X).

1.	 La abogacía, una profesión milenaria

La historia de la abogacía es la historia del progreso y de la civilización, y cualquier interferencia 
que limite su ejercicio desintegra la razón, desinfla la compasión hacia los demás y pudre la dig-
nidad de las personas.

No les debe extrañar que abogacía y ley no hayan caminado siempre juntas, pues aun teniendo 
leyes, jueces, juristas y oradores, ni egipcios, ni babilonios, ni los sumerios, ni acadios, ni siquiera 
los griegos tuvieron abogados que defendieran profesionalmente los intereses del individuo. Qui-
zás por ello, sus culturas quedaron escondidas bajo la arena de forma tan misteriosa y distante.

La abogacía es una profesión milenaria cuyos orígenes podríamos situar en Roma y en las con-
tribuciones que los grandes juristas clásicos como Cicerón, Celso o Ulpiano nos brindaron, vis-
lumbrando las estructuras de un ordenamiento jurídico que ha ido evolucionando y que, en lo 
fundamental, ha trascendido hasta nuestro tiempo.

Una de las aportaciones que podríamos destacar, por su importancia, es la conocida como Ley de 
las XII Tablas, que fue creada en el siglo V a. C. inspirándose en uno de los principios vertebradores 
de cualquier ordenamiento jurídico y sociedad civilizada: la igualdad de oportunidades. En efecto, 
la también conocida como Ley decenviral, por haber sido redactada por un comité de 10 juristas, 
permitió a la aristocracia resolver sus disputas acudiendo a la norma escrita, pero también a los 
plebeyos protegiendo por tanto por igual a toda la ciudadanía en sus derechos desde la seguridad 
jurídica.

Fue en el Imperio Romano, donde, junto con el más espléndido desarrollo social, económico, 
territorial y la mejor conocida PAX ROMANA, se talló la noble cuna de la abogacía que hoy co-
nocemos, convirtiéndola en una profesión honorable, reconociéndose por el emperador Claudio, 
en el año 47 d. C. el derecho a los ingresos por los servicios prestados. Fue también Roma quien 
nos legó el término advocatus, “el que te auxilia estando cerca de ti”. En la Constitución de los 
emperadores León y Antemio dada a Calícrates, se resalta lo provechosos que son para el género 
humano los abogados que levantan las causas caídas y reparan las quebrantadas, comparando su 
importancia con las de aquellos que en batallas y guerras reciben heridas para salvar a su patria. 
Todo esto cambió con la caída del Imperio. Muchos avances se perdieron en la oscuridad. Es con 
Alfonso X el Sabio con quien se recuperan, reconociéndose en la Primera de las Leyes de sus Par-
tidas el valor de la abogacía.
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Y es que la abogacía, como hoy la conocemos, no se entendería sin la relevante función social 
que ya en aquel entonces se puso de manifiesto. En un primer momento, como jurisconsultos y 
oradores que abogaban a quienes debían defenderse ante una acusación y no se veían capaces de 
hacerlo por sí mismos; y, más adelante, a partir de la formación de un auténtico derecho procesal, 
como coadyuvantes de la propia administración de justicia de la República romana.

Fue entonces cuando la abogacía se profesionalizó erigiéndose además en un servicio impres-
cindible y esencial, cuyas funciones redundaban sobre el bien común de la sociedad. Incluso 
surgieron las primeras limitaciones y normas que bien podríamos calificar como propias de una 
deontología profesional, referidas a valores primordiales para quien ejerciera la abogacía, como 
son la responsabilidad, la ética o la lealtad en la defensa del cliente. 

Ciertamente, la abogacía permitió que las partes pudieran reclamar a través de unas normas 
basadas en la isonomía, esto es, en la libertad y la igualdad, aquello a lo que consideraban tener 
derecho. Y contribuyó a frenar la arbitrariedad, asegurando que toda reivindicación se vehiculara 
a través de un proceso justo y con una finalidad de concordia. Un derecho que en su aplicación se 
iba modulando y ajustando a las necesidades propias de su tiempo, jugando la abogacía un “papel 
civilizador” que se ha mantenido a lo largo de los siglos, a través del ejercicio de esta noble y bella 
profesión, como defendería con enorme atino en su discurso de ingreso en la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación, mi admirado y antecesor en el decanato del Ilustre Colegio de la 
Abogacía de Madrid, Luis Martí Mingarro.

Especialmente a partir de la denominada Revolución Gloriosa de Inglaterra en 1688, la aparición 
de los Estados nación como superación del Antiguo Régimen absolutista y el posterior triunfo de 
la Ilustración, la teoría de la separación de poderes de Montesquieu y la creación del concepto de 
ciudadanía, a la que se asociaron una serie de derechos propios e inalienables que poco a poco 
se fueron consagrando en las importantes Declaraciones1 que precedieron a una Era a la que hoy 
llamamos Contemporánea. 

En España, esa función social y de defensa de la razón y la civilización, parafraseando, de nuevo, 
al excelentísimo decano emérito Luis Martí Mingarro, la encarnaron muy bien los abogados y las 
abogadas a partir de la segunda mitad del siglo xx. Así, los profesionales de la abogacía contribu-
yeron, sin duda alguna, al impulso de los valores democráticos y europeístas que en ese momento 
se extendían en el viejo continente, y que de manera progresiva se fueron consolidando en los 
textos constitucionales de la mayoría de los países de nuestro entorno. Aunque resulta de justicia 
decir que muchas de esas constituciones pudieron inspirarse en la que en España se promulgó 
en el año 1931, tras la proclamación de la Segunda República y que estuvo en vigor hasta el final 
de la Guerra Civil en abril del año 1939. Una Constitución que incorporó elementos que hoy nos 
parecen básicos, pero que en aquel entonces resultaban del todo vanguardistas por avanzados a 
su tiempo, tales como el sufragio femenino o el derecho al divorcio.

En cualquier caso, en el amargo periodo que vino con posterioridad a ese momento y aun a pesar 
de las dificultades que en términos de restricción de las libertades tuvieron que lidiar, fueron mu-

1  Principalmente, la Declaración de Independencia de los Estados Unidos en 1776 y la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en 1789.
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chos los abogados y las abogadas que se involucraron, algunos arriesgando su libertad e incluso 
su propia vida, en la defensa acérrima de sus clientes ante los terribles excesos del franquismo. 
También los Colegios de la Abogacía, que aún incluso con las depuraciones y la proclamación de 
Juntas de Gobierno afines al régimen, se convirtieron en reductos donde el debate y las reflexio-
nes jurídicas encontraron su refugio para servir de ariete y luchar, con astucia y no exento de un 
elevado riesgo, contra la vulneración sistemática de los derechos humanos y las libertades más 
fundamentales de las personas.

Algunos hitos significativos de esa época tan convulsa, donde la abogacía fue testimonio, pero a 
la vez protagonista de los cambios que una mayoría silenciosa (o silenciada) anhelaban, fueron 
la creación el 19 de junio de 1943 del Consejo General de los Ilustres Colegios de Abogados de 
España (hoy, Consejo General de la Abogacía Española); los foros de debate en el seno de los 
Colegios de la Abogacía, principalmente de Madrid y de Barcelona; la aparición de los primeros 
despachos laboralistas o la organización del IV Congreso Nacional de la Abogacía celebrado en 
León en 1970 (tras dieciséis años del anterior que tuvo lugar en Valencia), al que asistieron más 
de 1500 abogados y abogadas procedentes de toda España.

En ese Congreso, que muchos recuerdan como el Congreso de la Ruptura, se abordaron, lógica-
mente, los temas más acuciantes referidos al ejercicio de nuestra profesión, como son la reforma 
del Estatuto General de la Abogacía, la regulación del abogado de empresa o la retribución del 
turno de oficio y la justicia gratuita. Pero también se trataron otros asuntos que, si bien desde una 
perspectiva jurídica, constituían, sin lugar a dudas, un verdadero reclamo a nivel social y político, 
como eran la amnistía, la unidad de jurisdicciones o la supresión de la pena de muerte.

La función social de la abogacía se ha evidenciado y ha servido para el impulso de los valores 
democráticos y la consolidación del Estado de Derecho. Sin ir más lejos, en la Transición española 
se logró articular jurídicamente el paso de un régimen autoritario a uno democrático siguiendo 
el método “de la ley a la ley, pasando por la ley”, en palabras del propio jurista y político Torcuato 
Fernández-Miranda. Una tarea que en absoluto resultaría fácil, pues en esa tensa y necesaria evo-
lución rupturista, las principales fuerzas políticas, económicas y sociales de la época, algunas des-
de el exilio o desde una obligada clandestinidad, tenían ante sí el reto de lograr consensos sobre 
cuestiones tan cruciales como la articulación del Estado de las autonomías, la Ley para la Reforma 
Política del año 1977, la convocatoria de elecciones constituyentes o la redacción y proclamación 
de la Constitución Española de 1978.

El devenir de los acontecimientos, desde la antigua Roma hasta nuestros días, nos ha dejado nu-
merosos ejemplos que demuestran que la abogacía, en cada proceso del que participa, en cada 
causa noble que defiende, contribuye no solo a preservar los intereses de su patrocinado, sino 
también los de la sociedad en su conjunto. 

Hoy, la abogacía forma parte esencial de la tutela judicial efectiva, asegurando que prime la lega-
lidad, como principio de inexcusable cumplimiento urbi et orbi, incluyendo los poderes públicos 
y las administraciones. Y lo hace, como lo hizo en su día y como lo hará en un futuro, velando 
para que por encima de la ley y de cualquier arbitrariedad triunfe la justicia en su concepción más 
humanista.
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2.	 La abogacía como elemento vertebrador del Estado 
de Derecho 

2.1.	 La abogacía en la Constitución y el ordenamiento jurídico

Hasta en cuatro ocasiones la Carta Magna hace referencia a nuestra profesión; dos de ellas en la 
sección primera del capítulo segundo, que se refiere, precisamente, a los derechos fundamentales 
y a las libertades públicas. Por un lado, se alude a los profesionales de la abogacía cuando en el 
art. 17.3 CE se proclama la garantía de la asistencia letrada a la persona que se encuentre detenida, 
en el marco de unas diligencias policiales o judiciales. Y, por otro lado, en el art. 24.2 CE, a la hora 
de consagrar, como elemento sustancial de la tutela judicial efectiva, el derecho de defensa. Com-
pletan las referencias a los profesionales de la abogacía, los arts. 122.3 y 159.2 de la Constitución, 
en relación con la posibilidad de ser elegidos, como juristas de reconocida competencia, como 
miembros del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional, respectivamente.

Las reseñas en los preceptos referidos a la abogacía reflejan la importancia del papel que a la mis-
ma le confiere la Constitución. Por eso, para el cumplimiento de las importantes encomiendas que 
nos reserva el ordenamiento jurídico como valedores del Estado de Derecho, se hace necesario 
que como profesionales dispongamos de una serie de salvaguardas que aseguren la práctica del 
derecho de defensa con la mayor de las garantías.

En este sentido el art. 542.2 LOPJ dispone que “en su actuación ante los juzgados y tribunales, los 
abogados son libres e independientes, se sujetarán al principio de buena fe, gozarán de los derechos 
inherentes a la dignidad de su función y serán amparados por aquéllos en su libertad de expresión 
y defensa”. Tales elementos, como la independencia, la libertad, la dignidad, la integridad y el 
respeto del secreto profesional, se recogen en nuestro Estatuto profesional, aprobado por el Real 
Decreto 135/2021, de 2 de marzo, como principios rectores y valores superiores del ejercicio de 
la abogacía. De la lectura del referido precepto, que además de definirla señala los elementos 
nucleares de la abogacía, se infiere, de nuevo, no solo la trascendencia de las funciones que el 
ordenamiento jurídico nos atribuye en el marco de un Estado social y democrático de Derecho, 
sino también lo que la sociedad espera de nuestra actuación, como “personas de reconocida hono-
rabilidad” y con “una trayectoria de respeto a las leyes, a los principios rectores y valores superiores 
de la Abogacía, a las normas deontológicas y a las buenas prácticas profesionales”.

Por eso, el papel de la abogacía en la sociedad debe interpretarse conforme a las normas deon-
tológicas propias de nuestra profesión, que hoy se recogen en el Código que el pleno del CGAE 
aprobó el 6 de marzo de 2019 y que nos informan sobre cómo deben ser las relaciones entre 
los profesionales con el Colegio, con los Tribunales, con los compañeros, con los clientes y con la 
parte contraria. Y es que no podemos olvidar que en nuestra actividad de asesoramiento, consejo 
y defensa de derechos e intereses públicos y privados debemos aplicar la ciencia y la técnica ju-
rídicas, “en orden a la concordia y a la efectividad de los derechos y las libertades fundamentales”, 
según reza nuestro Estatuto profesional.
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Y para que podamos desarrollar nuestros cometidos con la máxima independencia y libertad, y 
asegurar, a su vez, que quienes ejercen lo hacen con escrupuloso cumplimiento de las normas 
propias de nuestra deontología profesional, se hacen imprescindibles los Colegios de la Abogacía. 

2.2.	 El rol de los Colegios como defensores de la abogacía y del Estado  
de Derecho

Nuevamente la Constitución nos da una pista sobre lo que la sociedad espera de la abogacía en 
particular y de las profesiones en general. Una seña que encontramos en el art. 36 CE y cuyo tenor 
literal es el siguiente: “La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 
Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de 
los Colegios deberán ser democráticos”.

El hecho de que en el texto constitucional se haya recogido a los Colegios Profesionales de forma 
diferencial a los sindicatos y asociaciones empresariales (art. 7 CE), a las asociaciones (art. 22 
CE), a las fundaciones (art. 34 CE) o a las organizaciones profesionales (art. 52 CE), resulta muy 
significativo. Y es algo que debemos a la vehemente defensa que como senador en su día realizó, 
durante los trabajos de redacción de la Constitución, quien fuera decano del Ilustre Colegio de la 
Abogacía de Madrid y presidente del Consejo General de la Abogacía Española, nuestro añorado 
compañero Antoni Pedrol Rius.

La STC 89/1989, de 11 de mayo señala que el art. 36 de la Constitución “establece el marco su-
pralegal de determinados ciudadanos en cuanto profesionales”, que se justifica, en parte, por las 
peculiaridades propias de los Colegios y por la necesidad de proteger a quienes son receptores 
de determinados servicios profesionales. Especialmente cuando se trata de Colegios que por la 
naturaleza del colectivo al que representan deben ser de adscripción obligatoria.

En España, tales instituciones se encuentran reguladas en Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre 
Colegios Profesionales, en cuyo preámbulo ya se apunta a que “deben ser amparadas en cuanto 
satisfacen exigencias sociales de interés general, para que puedan participar eficazmente en el per-
feccionamiento de los fines de la comunidad nacional”. 

El art. 1 LCP define a los Colegios Profesionales del siguiente modo: “Los Colegios Profesionales son 
Corporaciones de derecho público, amparadas por la Ley y reconocidas por el Estado, con persona-
lidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines”. Asimismo, varias comu-
nidades autónomas tienen una regulación propia sobre los Colegios Profesionales. En el caso de 
Madrid, dicha ley seria la Ley 19/1997, de 11 de julio, de Colegios Profesionales de la Comunidad 
de Madrid.

La necesidad de amparar y garantizar la independencia de los Colegios Profesionales se relaciona 
de manera directa con las finalidades y funciones que realizan los mismos, siendo sus fines esen-
ciales los siguientes: la ordenación del ejercicio de las profesiones; la representación institucional 
exclusiva de las mismas cuando estén sujetas a colegiación obligatoria; la defensa de los intereses 
profesionales de las personas colegiadas; y la protección de los intereses de la personas consumi-
doras y usuarias de los servicios de sus colegiados.
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Para ello, los Colegios Profesionales llevan a cabo una serie de funciones que, por su tipología, 
en la normativa se distinguen entre públicas o privadas. Serán funciones públicas aquellas que se 
refieran al control deontológico de la profesión, a la evitación de los actos de intrusismo, compe-
tencia desleal u otras actuaciones irregulares, y al ejercicio de la potestad disciplinaria sobre las 
personas colegiadas. 

Otras funciones públicas se corresponderán con la de mantener una colaboración activa con la 
Administración, participando en sus órganos cuando así se haya previsto legalmente, informando 
sobre los proyectos de disposiciones generales que afecten al ejercicio de la profesión, y auxilian-
do, mediante la emisión de los correspondientes dictámenes, en los procesos judiciales y admi-
nistrativos en los que se discuten cuestiones relativas a los honorarios y aranceles profesionales.

Asimismo, los Colegios promueven y facilitan una formación continua de las personas colegiadas, 
para garantizar su competencia profesional y que estos estén en disposición de prestar un servi-
cio basado en la excelencia. Y es que el componente deontológico en determinadas profesiones, 
como es el caso de la abogacía y su papel como valedor de la justicia, resulta evidente. Empezando 
por la responsabilidad de quien asume un encargo, que debe hacerlo únicamente cuando esté 
en condiciones de asimilar y cumplir con el mismo. En definitiva, se trata de garantizar, en interés 
del colectivo al que se representa y en beneficio de toda la sociedad, que el ejercicio profesional 
que se está prestando se adecúa a la normativa, a la deontología y a las buenas prácticas que son 
exigibles en cada momento.

Por tanto, resulta lógico que ese control de la calidad de los servicios que se prestan, como así se 
evidenció en los trabajos del legislador constituyente a la hora de justificar una previsión especí-
fica que finalmente se concretó en el art. 36 CE, se lleve a cabo por entidades asociativas de base 
privada a las que el ordenamiento jurídico les atribuye el carácter de corporaciones de derecho 
público para el cumplimiento de unas finalidades de interés común.

Y es que históricamente han sido los propios profesionales quienes, conocedores de la técnica y 
custodios como colectivo del prestigio y la ética que debe presidir la actuación de aquellos, han 
sido los que en mejor disposición han estado para determinar cuando la prestación de un servicio 
se ajusta a lo que por analogía conocemos como lex artis, en términos de corrección y buenas 
prácticas. 

Y deben poder hacerlo de una manera efectiva brindando el ordenamiento jurídico a los Colegios 
Profesionales de una potestad de corrección disciplinaria para ello.

2.3.	 La intervención de los Colegios de la Abogacía en cumplimiento  
de un mandato constitucional

España se constituye, dice el primero de los artículos de nuestra Constitución, “en un Estado social 
y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la 
libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. Pero dicho enunciado no tendría sentido 
sino mediante la articulación de mecanismos que de una forma material aseguraran su efectivi-
dad, más allá de su reconocimiento formal.
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En el caso que nos ocupa, esa libertad, justicia e igualdad no podrían ser consideradas como tal 
si no es garantizando el acceso a la jurisdicción, en el marco de un proceso justo y con todas las 
garantías, independientemente de los recursos de los que el interesado disponga para litigar.

La justicia gratuita es una exigencia para la plena igualdad de condiciones a la que se hace refe-
rencia en el propio art. 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 19482, y uno 
de los derechos que como mínimo debe tener cualquier persona que tenga que defenderse ante 
una acusación como parte de un proceso equitativo, según se dispone en el art. 6 de la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos de 1950.

Ese mandato, que en el caso de nuestra Constitución se recoge en el art. 119, se articula a través 
de los Servicios de Defensa de Oficio, cuya responsabilidad la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 
Asistencia Jurídica Gratuita confía a los Colegios Profesionales. 

Históricamente el turno de oficio, o el patrocinio de los pobres, como se recogía en las ordenanzas 
fundacionales del Ilustre Colegio de la Abogacía de Madrid de 1596, ha sido una preocupación 
de nuestro colectivo, habiéndose regulado de diversas formas. En la actualidad la LAJG traslada al 
ámbito puramente administrativo el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asis-
tencia jurídica gratuita, con un doble objetivo. Por un lado, se pretende descargar a los Juzgados 
y Tribunales de una tarea que queda fuera de los márgenes constitucionales del ejercicio de la 
potestad jurisdiccional, ya que, en definitiva, se trata de valorar el cumplimiento de una serie de 
requisitos en razón de las circunstancias económicas y subjetivas tasados legal y reglamentaria-
mente, en la persona que lo solicita. 

Por otro lado, se busca agilizar la resolución de las solicitudes de la ciudadanía mediante una 
tramitación sumaria y normalizada. Así, son los Colegios de la Abogacía y la Procura quienes 
resuelven provisionalmente la designación de los profesionales de oficio, resolviendo de manera 
definitiva el Ministerio de Justicia o las consejerías autonómicas, en el caso de las Comunidades 
con las competencias transferidas, a través de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita. Todo 
ello dejando a salvo, como no podría ser de otra manera, los eventuales recursos que ante la 
autoridad judicial pudiera instar el interesado, en el caso de surgir la necesidad de impugnar la 
decisión que se hubiera adoptado.

Asimismo, además de la asistencia que pudiera prestarse en el marco de un procedimiento judicial, 
la LAJG prevé un asesoramiento y orientación previos a la iniciación de cualquier proceso, evitan-
do las pretensiones que por su naturaleza resultan insostenibles o artificiosas, y promoviendo con 
ella la tan necesaria cultura de la prevención jurídica. A ello es a lo que se dedican los Colegios de 
la Abogacía desde los Servicios de Orientación Jurídica, respondiendo de forma personal y gratui-
ta a las inquietudes y dudas legales que en un momento determinado pudiera tener una persona. 

Por tanto, la importancia de los Colegios de la Abogacía en el cumplimiento del mandato previsto 
en el sentido expuesto más arriba se revela como esencial, por cuanto a través de los Servicios 

2  Referente indiscutible de nuestra era en el ámbito de los derechos humanos al que se han adherido los 193 Estados que forman parte de Naciones 
Unidas.
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de Defensa de Oficio, como también desde los despachos de cada profesional, los abogados y las 
abogadas estamos en disposición de detectar de manera precoz las principales necesidades que a 
nivel legal la ciudadanía tiene en cada preciso momento. 

3.	 La responsabilidad social de los profesionales  
de la abogacía

3.1.	 De la lex artis individual a la responsabilidad como colectivo

No hay duda de que más allá de la lex artis, de la diligencia debida y del escrupuloso cumplimiento 
del servicio que se nos ha encomendado, en el marco de un determinado encargo profesional, los 
abogados y las abogadas tenemos una responsabilidad social de suma relevancia.

Por eso, antes de iniciar el ejercicio profesional se nos obliga a prestar juramento o promesa de 
acatar la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. Concretamente se trata de una previ-
sión que se recoge en el art. 10 EGAE del siguiente modo: “Antes de iniciar su ejercicio profesional, 
los profesionales de la Abogacía prestarán juramento o promesa de acatar la Constitución y el resto 
del ordenamiento jurídico y de cumplir las normas deontológicas de la profesión, con libertad e in-
dependencia, de buena fe, con lealtad al cliente, respeto a la parte contraria y guardando el secreto 
profesional”. Un deber que en realidad tiene una significación que va más allá de una solemne 
formalidad, pues cada actuación que realizamos, insistimos, debe estar inspirada en las normas 
éticas y morales que configuran nuestra deontología profesional, anteponiendo los intereses de 
los clientes y los de la sociedad en general a los propios. 

A nivel colectivo, esa responsabilidad social también se encuentra prevista a nivel estatutario, 
como se puede observar en el art. 75.1 EGAE: “Los Colegios de la Abogacía tendrán especialmente 
en cuenta su responsabilidad para con la sociedad en que se integran. Por ello podrán promover, 
organizar y ejecutar programas de acción social en beneficio de los sectores más desfavorecidos, los 
valores democráticos de convivencia o de lucha contra la corrupción, así como para la promoción y 
difusión de los derechos fundamentales”.

La acción social de la abogacía resulta tan sumamente amplia como importante. En este sentido, 
los Colegios de la Abogacía organizan diariamente actividades que van más allá de las estricta-
mente formativas en interés de las personas colegiadas. Muchas de las jornadas y conferencias 
que se desarrollan en las sedes colegiales se ponen al servicio de la reflexión jurídica, de la que 
surgen ideas, propuestas de lege ferenda y debates que muchas veces nos permiten alzar la voz y 
reivindicar la defensa de los derechos humanos y el respeto por la dignidad de las personas.

Y es que la abogacía no puede, por resultar simplemente imposible, permanecer impasible ante 
determinados acontecimientos, ante señaladas injusticias y ante cuestiones aún no resueltas, 
como pudiera ser la violencia de género, la emergencia climática o la lucha contra la corrupción 
en todas sus formas. Tampoco ante catástrofes, ya sean por causas naturales o libradas por la 
mano del ser humano, tales como la crisis humanitaria derivada de la COVID-19, la erupción del 
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volcán Cumbre Vieja en la isla de La Palma, la invasión de Ucrania por parte de Rusia o la guerra 
entre Israel y Palestina.

Las acciones de los distintos Colegios y Consejos de la Abogacía en el marco de estos y otros 
acontecimientos de extraordinaria significación resultan difíciles de resumir en este espacio, pero 
suponen el reflejo, sin lugar a dudas, del papel que nuestra profesión debe tener en la sociedad 
en pro de los derechos humanos más elementales. Y debe hacerlo, además, con una vocación de 
universalidad, mirando más allá de nuestro entorno más inmediato, recabando la colaboración 
y apoyando, a su vez, a aquellos compañeros y compañeras que durante su ejercicio se han visto 
abocados a una situación de peligro3.

En determinados países y contextos, muchos abogados y abogadas, de cuya situación se intenta 
hacer eco el Observatorio Internacional de la Abogacía en Riesgo (OIAD), han sentido peligrar 
su independencia, su libertad e incluso su integridad personal, precisamente por ejercer su pro-
fesión. Además, suelen ser profesionales de la abogacía a los que la defensa de los derechos 
humanos o de causas legítimas, pero incómodas para determinados regímenes e intereses, les 
ha llevado a sufrir el intento de desprestigio, el acoso y el hostigamiento. Para ello, quienes han 
dedicado sus esfuerzos para silenciar sus reivindicaciones no han tenido reparo en dirigir contra 
dichos profesionales medidas de carácter administrativo o disciplinarias. Tampoco de imputarles 
hechos delictivos o incluso atentar contra la libertad y la integridad de los mismos. Algo a todas 
luces intolerable y para cuya lucha se hacen necesarias instituciones, incluyendo a los Colegios 
Profesionales, que sean sólidas, fuertes e independientes, precisamente para poder luchar contra 
cualquier atisbo de corrupción. 

3.2.	 Del caso concreto a la generalización de las soluciones justas

La tenacidad de los profesionales de la abogacía en la búsqueda de soluciones justas muchas ve-
ces trasciende al caso concreto en el que pudiéramos estar trabajando. En ese sentido, y volviendo 
a la idea del papel esencial del profesional de la abogacía y su contribución en el inacabable pro-
yecto de vertebrar una sociedad más justa y civilizada, en no pocas ocasiones nos vemos abocados 
a ser partícipes indirectos de cambios que irán más allá. 

La jurisprudencia del TJUE, interpretativa del derecho de la UE, o del TEDH, sobre la adecuación 
del ordenamiento a la Convención Europea de Derechos Humanos de 1950, nos permitiría rese-
ñar una lista interminable de ejemplos. En cualquier caso, en uno y otro ámbito, los trabajos que 
preceden a las sentencias constituyen un factor necesario en cuanto al propósito de integrar el 
sistema de derechos de los países europeos, en una amplia variedad de temáticas donde se acon-
sejan unos mínimos exigibles conforme a los derechos humanos y los postulados de un auténtico 
Estado de Derecho. 

Precisamente en el ámbito de la UE existe un mecanismo que ha demostrado ser de enorme 
utilidad para la mejora de nuestro ordenamiento jurídico, en áreas tan relevantes como es la con-

3  Cada 24 de enero desde el año 2009 conmemoramos el Día de la Abogacía en Riesgo, precisamente para concienciar sobre los peligros que muchos 
profesionales de la abogacía enfrentan en el marco de su ejercicio.
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tratación bancaria y la trasparencia en la defensa de las personas consumidoras. Nos referimos 
a la cuestión prejudicial que se regula en el art. 267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea y que permite al órgano judicial de un Estado miembro pedir al TJUE que se pronuncie 
sobre la validez e interpretación de los actos adoptados por las instituciones, órganos u organis-
mos de la Unión y su conformidad con los Tratados.

Y si bien es el juez o tribunal el encargado de elevar una determinada cuestión, el abogado puede 
desempeñar un papel decisivo a la hora de situar y contextualizar su planteamiento, acotando el 
objeto de lo que se considera pertinente recabar un pronunciamiento por parte del TJUE. Solo hay 
que echar un vistazo a nuestro derecho hipotecario y ver como éste ha mejorado en apenas un 
lustro gracias a las cuestiones prejudiciales que se han ido planteando y al compromiso perseve-
rante de los profesionales que arduamente habían trabajado en las mismas.

4.	 La abogacía en la consecución de los ODS  
y la Agenda 2030 de las Naciones Unidas

Probablemente nos encontremos en la antesala de una nueva era o, al menos, ante grandes e 
importantes cambios, de los que participa el imparable avance de increíbles desarrollos tecnoló-
gicos. Especialmente los referidos a la IA y al Big Data de los que se desprenden grandes oportu-
nidades en términos económicos y sociales, pero frente a los que como juristas debemos anticipar 
ciertas cautelas para evitar efectos perversos y contrarios a los derechos fundamentales.

Por ello, y como hiciera en etapas anteriores de la historia, la abogacía debe tomar conciencia de 
los importantes retos que tenemos por delante y abanderar una transformación hacia la sosteni-
bilidad, garantizando a su vez que esa transformación verde y digital sirva realmente para mejorar 
la vida de las personas y la de nuestro entorno.

En este sentido los Objetivos de Desarrollo Sostenible que se han dispuesto en la Agenda 2030 de 
las Naciones Unidas suponen un punto de partida de sumo interés y utilidad, por la transversalidad 
de los ejes en los que se han agrupado las 169 metas que integran la misma: bienestar social, co-
hesión territorial, emergencia climática, vivienda digna, igualdad de género o una enseñanza de 
calidad. Los referidos constituyen elementos en los que la abogacía y las profesiones en general, 
sobre todo aquellas de las que resulta una función social irremediablemente intensa, pueden y 
deben trabajar con la finalidad última de erradicar la pobreza, proteger el planeta y asegurar la 
prosperidad para toda la ciudadanía. 

Precisamente, los Colegios Profesionales, como garantes de la deontología y representantes privi-
legiados de los intereses de cada sector, pueden desempeñar un papel decisivo en el impulso que 
de manera perentoria se hace necesario realizar respecto a la aplicación de la Agenda 2030 de 
las Naciones Unidas. Y es que históricamente las profesiones liberales, especialmente la abogacía, 
hemos contribuido al desarrollo del Estado de Derecho, siendo necesario que nuestra voz y nues-
tras propuestas sean escuchadas y valoradas con el propósito de alcanzar las aspiraciones sociales 
que hoy se concretan en los ODS.
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El compliance, la ciberseguridad o la implementación de los criterios EGS (“environmental, social 
and governance”, por sus siglas en inglés) se han consolidado como áreas emergentes y de un 
importe valor añadido para los profesionales de la abogacía y que sirven, a su vez, para ahondar 
en nuestro compromiso para con los derechos humanos, la justicia y la sostenibilidad. 

La abogacía, sin perder de vista las grandes conquistas del pasado y la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de 1948, debe seguir trabajando, haciendo honor a la función social que 
le es propia para la consecución de una nueva generación de derechos, transformando nuestro 
entorno desde la ley y la ética por un mundo mejor. 


